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DOCTRINA 
CONCERTACION SOCIAL Y DESARROLl.P 

' ·' 

Dr. Emilio Morgado Valenzuela* 

En la concertación social el tripartismo adquiere una dimensión 
adicional a las de cooperación y participación: la búsqueda de acuer­
dos y compromisos para la existencia de un armonioso concierto, en 
una sociedad capaz de reconocer las tensiones existentes entre los 
sectores que la componen y, a la vez, decidida a establecer el diálogo 
conducente a la obtención de esos acuerdos y compromisos. Estos 
se alcanzan en la medida en que el diálogo permite reconocer la inter­
dependencia de los propósitos de cada sector, a la vez que la conve­
niencia de aunar esfuerzos para lograr ciertos objetivos. 

La concertación social es fundamentalmente un instrumento 
para la obtención de objetivos determinados. Corresponde a una 
actitud, a un n:iétodo. Tiene cabida tanto en lo macrosocial y macro­
económico como en niveles menores. En tal sentido, desempeña o 
puede desempeñar un papel destacado en la concepción y ejecución 
de las políticas globales de desarrollo como en las sectoriales. 

Habida cuenta de los caracteres controversiales comprendidos 
en el proceso de desarrollo y su planificación, la concertación social 
constituye un procedimiento idóneo para regular intereses económi­
cos y sociales diferentes, ya que permite alcanzar acuerdos sobre ob­
jetivos, lineamientos de políticas y estrategias para lograrlos. En la 
concertación se canalizan las demandas de los grupos organizados en 
lo que respecta a la asignación de los recursos, las responsabilidades, 
los sacrificios y la distribución del producto. Como su expresión es 

* Consejero Regional de ta OIT para las Amdrlcas en Derecho del Trabajo y,. Relaciones La• 
borales. Las Ideas expresadas en este documento no representan, necesariamente, ras de 
la Organización Internacional del Trabajo. 

237 



el diálogo, mediante la concertación se pretende evitar situacion 
conflictivas abiertas que retarden o dificulten el desarrollo. La con~ 
certación, en resumen, es un camino hacia la paz, y el medio idóneo 
para "obtener el · mínimo de consenso social necesario" 1 que favo­
reica el desarrollo, que requiere consenso y no ruptura, así como 
el apoyo activo y concertado de los empleadores y trabajadores. 

Desde el punto de vista social y laboral la concertación equi 
vale a hacer converger voluntades y actitudes para determinar o 
resolver ciertos asuntos, mediante la conciliación y composición de 
puntos de vista e intereses distintos y a veces contradictorios. En 
otros términos, comprende una actitud deliberada y orientada a 
conformar, arreglar, moderar y ajustar posiciones discrepantes, con 
el fin de establecer, restaurar o reforzar la concordia y unión apro­
piadas para alcanzar determinados objetivos. 

La concertación social parece tener mayor viabilidad en socie­
dades en que el disenso y los desequilibrios son menores y en épocas 
en que el crecimiento ofrece oportunidades más claras de pactar una 
repartición más equitativa del ingreso y la riqueza. 

No obstante, también es cierto que la concertación social consti­
tuye la respuesta apropiada en momentos de crisis. En esas circuns 
tancias la concertación parte del reconocimiento de que las partes 
sociales, aisladamente, no pueden preservar el tejido social ni superar 
las causas y efectos de la crisis. Si toda situación de crisis envuelve e 
desafío de vencerla y la oportunidad para fortalecer o renovar objeti­
vos y metas, la concerta~ión social es el procedimiento apropiado pa­
ra identificar las estrategias y políticas para superar y aunar las volun­
tades de los sectores sociales representati'(os en torno a políticas y es 
trategias en las que existan ciertos consensos básicos.~Asf concebida, 
la concertación social es la_ herramienta pluralista y participativa para 
responder a los grandes reto~ del presente. 

1.- Factores Condicionantes 

La implantación de formas de concertación social y el logro de 
sus objetivos-hacen necesario considerar factores condicionantes tales 
como lo~ referidos a la libertad sindical y la repre'sentatiyidad, el po­
der compartido y equilibrado para el diálogo, la presencia del Estado, 
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1a autenticidad del proceso, la vocación de permanencia y la eficacia 
del funcionamiento. Las modalidades con que se manifiesten esos 
factores determinan, de una parte, las posibilidades de éxito de los in­
tentos de concertación y, de otra parte, la necesidad pe introducir 
cambios y reformas previas que alteren aquellos factores que consti­
tuyan obstáé:ulos para el establecimiento y consolidación de esque­
mas de concertación social. 

Libertad Sindical y Representatividad. 

En primer lugar, para que la concertación social sea genuina se 
requiere que las organizaciones de empleadores· y de trabajadores 
sean independientes y represeritativas y que gocen efectivamente de 
los derechos dé libertad sindical consagrados en las normas interna­
cionales de la OIT . . 

La representatividad de los interlocutores y los métodos de 
representación tienen especial relevancia si respecto de un mismo 
grupo existe más de una or~anización que represente sus intereses. 
De acuerdo con las prácticas usuales, en los organismo tripartitos 
se ha acudido a variados procedimientos, entre ellos, llamarlas a 
todas a , participar, aplicar sistemas para determinar cu_ál es la más 
representativa, establecer una rotación entre ellas, o bien, coordi­
nar sus propuestas ante el organlsmo tripartido. 

J 

Otro aspecto importante es el referido al procedimiento para la 
~esignación de los representantes. En un cierto número de casos 
corresponde a las autoridades designarlos de listas presentadas por las 
organizaciones interesadas. En otros 9asos son las organizaciones las 
ijUe libremente los designan, de conformidad con sus propias regula­
ciones, que suelen comprender votaciones directas de · sus miembros 
ola convocatoria a reun~ones especiales para tal efecto. _ 

También es de interés determinar si los representantes de los 
sectores invisten el carácter de mandatarios. Si la respuesta es posi­
tiva cabría determinar cuáles son los términos del mandato, las facul­
t~des otorgadas al mandatario y retenidas por el mandante, los pro­
cedimientos y causales para la revovación del mandato. Estas consi­
deraciones están, sin duda, ligadas a otros aspectos de la representa-
ión; ¿en qué forma pued.e ·asegurarse un nivel apropiado de faculta-
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des para que el representante pueda válidamente adquirir comprorni• 
sos y suscribir acuerdos que obliguen a sus representados? ¿Cuáles 
son los límites de lo discrecional en el ejercicio de la representación1 
¿Cómo se compatibilizan la protección de los intereses específicos 
de los representados con la necesidad de concluir acuerdos en que 
existen concesiones recíprocas, si el representante está obligado a 
cumplir instrucciones rígidas? 

Además de estos aspectos, la representación de los intereses 
sociales da cabida a otro tipo de consideraciones. Una de ellas se 
refiere al supuesto carácter "elitista" de los me~anismos bipartitos 
o tripartitos de concertación, por cuanto de ellos están ausentes 
grandes sectores urbanos y rurales no organizados y marginales. 
Sobre el particular es menester recordar que la representatividad no · 
puede medirse exclusivamente en términos de afiliación o asociación 
en organismos, sino que también hay que tenér presente la vocación 
y devoción de las organizaciones establecidas por los problemas y ne­
cesidades de los demás miembros del sector. Existiría entonces una 
virtual fórmula de representación estamentaria junto a la formal más 
reducida de los afiliados o asociados en organizaciones de empleado­
res y trabajadores. También ha de tenerse presente que los mecanis­
mos institucionales de la concertación pueden ser bipartitos, triparti­
tos o polipartitos, y que a menudo, aunque no necesariamente, la re­
presentación diferenciada se- relaciona con la mayor generalidad o es­
pecificidad de las materias a que se contrae el mecanismo de concer­
tación. Además, en parte , la marginación relativa de ciertos grupos, 
organizados o no, de las instancias de adopción de decisiones depen­
de en grado importante del nivel de centralización y concentración 
que identifica a los sistemas d~ adopción de· decisiones. Por lo tanto, 
excluir de ellos a los sectores organizados no significa darles acceso a 
los no organizados: el único resultado obtenido es evitar toda forma 
de participación de los intereses sociales en la formulación y aplica­
ción de decisiones. 

Lo atinente a la representatividad también presenta aspectos di­
ferentes según se trate de la participación en organismos bipartitos, 
tripartitos o polipartitos. En los dos primeros casos, la incorporación 
de elementos ajenos a las organizaciones de empleadores y de trabaja­
dores podría debilitar el peso e influencia de ellas en esas organiza­
ciones, cuya naturaleza y propósitos, además, podrían desvirtuarse. 
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,La posibilidad de retener grados adecuados de influencia en esquemas 
polipartitos resulta más clara si en ellos se asigna un valor especial a 
las opiniones y votos de las organizaciones de empleadores y trabaja­
dores o si se extienden ·a esos organismos ciertas experiencias de tri­
partismo o polipartismo "por agregación", en que existen organismos 
o mecanismos de participación separados de empleadores y trabaja­
dores. 

Poder Compartido y Equilibrado para el Diálogo. 

El diálogo social que caracteriza a los mecanismos de participa­
ción, puede conducir a acuerdos elaborados y consentidos mediartte 
ese instrumento de compromiso. Para tal efecto, los interlocutores 
deben poseer apropiados y equilibrados poderes de negociación. De 
lo contrario, se estará en presencia de un monólogo o suma de monó­
logos conducentes sólo a legitimar decisiones o situaciones preexis­
tentes, en que el ejercicio del diálogo no bastaría para contrarrestar 
manifestaciones claras de paternalismo o autoritarismo. Lo expresa­
do no obsta a que la concertación social pueda también cumplir una 
finalidad "movilizadora", si mediante el acuerdo social se legitiman 
decisiones nacidas en otros ámbitos pero que se desea tengan un res­
paldo que las fortalezca y proporciona mayor viabilidad. 

La concertación se fundamenta en el reconocimiento de intere­
ses diferentes y divergentes en cada sociedad: admite la existencia 
del disenso y trata de llegar a formas de consenso en sociedades que, 
como las contemporáneas, no son pétreas ni inmutables. En la con­
certación social se reconoce la pluralidad real existente en las socieda­
des a la vez que se confirma que el diálogo es imprescindible para 
evitar la descomposición del tejido social y que el escenario pueda 
ser ocupado por el enfrentamiento y quizás la violencia. 

Lo señalado reconoce tres expresiones de importancia para 
la concertación social. Primero, el apropiado equilibrio de fuerzas 
al interior de las org<!nizaciones que participan en los mecanismos 
de concertación, de manera que se garanticen apropiadamente el 
respeto y consideración de los intereses sectoriales que puedan 
existir, la adopción democrática de las decisiones y el acatamiento 
de los acuerdos. Asegurar este equilibrio interno genera la necesi­
dad de precisar si basta que en los mecanismos de concertación estén . 
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representados globahnente los intereses del grupo correspondiente o 
si sería aconsejable considerar, en ciertos casos, modalidades de re• 
presentación sectoriales o subsectoriales. · 

Un segundo aspecto es el atinente al equilibrio de los poderes 
, de negociación entre las organizaciones de empleadores y de traba-

• jadores. El número de representantés que se les asigne, las facultades 
que se les reconozca en las normas reguladoras del funcionamiento 
de los mecanismos de concertación y ponderación de sus votos, son 
algunos de los factores que permiten una apreciación objetiva de 
equilibrios .o desequilibrios. Junto ·a ellos, existen factores subje­
tivos de difícil medición, como la apreciación que cada interlocu­
tor hace de su importancia relativa en el mecanismo de concerta­
ción; la "legitimidad" que asigna a los demás , interlocutores; la 
apreciación de la fuerza y permanencia de los representantes de los 
copartícipes sociales y la comparación que efectúan respecto a los 
esfuerzos, compromisos, sacrificios y beneficios efectuados o espe• 
rados. 

El tercer aspecto es el referido al equilibrio entre las organiza­
ciones de· empleadores y de trabajadores, por una parte, y el Estado. 
Esta materia presenta múltiples facetas, entre ellas, la determinación 
del equilibrio apropiado entre el número de representantes guberna­
mentales y de los interlocutores sociales; el voto preferencial o diri­
mente en caso de empates; el poder de veto formal de las decisiones 

_ adoptadas o informal por la vía de no darles aplicación en la fonna y 
tiempo convenidos, y el carácter imperativo , con fuerza de ley, que 
puedan asumir los acuerdos resultantes de la concertación social. 

. I 

Estas últimas consideraciones guardan estrecha relación .con el 
papel que corresponde al Estado en la. concertación social y con el 
papel que ésta desempeña en los respectivos sistemas institucionales. 

Presencia del Estado. 

La concertación es una modalidad acentuada de participación. 
Como tal, no existe en islas imaginarias sino en contextos polfticos 
concretos. La participación, en cualquiera de sus formas , necesita 
de la existencia de un clima político propicio, de libertades y de un 
ordenamiento institucional que la aliente. A su vez, los acuerdos 
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que genera· la concertación alimentan y fortalecen al sistema institu-
cional y coadyuvan a su permanencia. · 

Si el mecanismo de concertación tiene cabida en organismos tri­
partitos de gestión, control, creación normativa o jurisdiccionales, 
pudiera presentarse una aparente colisión con instituciones tradicio­
nales del Estadó, como los poderes legislativo y judicial y los organis­
mos contralores. La concertación social no envuelve la idea de subs­
tituir a los órganos representativos de la Nación sino que forma parte 
de esquemas sociopolíticos en que el poder de decisión presenta ras-
gos descentralizantes y desconcentradores. · 

La concertacíón se inserta en un conjunto de complementarie­
dades y funciones no excluyentes ni superpuestas, en un régimen que 
podríá denominarse feudalismo social. En él, los grupos..r.epresentati­
de intereses sectoriales coadyuvan a la función y papel siempre tras-. 
cendentes de otros .grupos sociales representativos, v. gr.: los parti­
dos políticos. Tal es el motivo por el que no es raro que la concerta­
ción social siga, acomp~e o provoque esquemas de concertación 
política. 

En cierto sentido, la concertaéión social guarda estrechas seme­
janzas con la negociación colectiva . . Al igual que ella, constituye una 
manifestación del voluntarismo y de la autonomía de las partes que 
existe junto a expresiones heterónomas y centralizadas, complemen­
tándose e influyéndose recíprocamente. La coe~stencia de esas ten­
dencias ha gestado fórmulas de "poder compartido", en que los ac­
tores directos del sistema de relaciones de trabajo han podido adop­
tar acuerdos "con fuerza de ley", mediante negociaciones colectivas 
que comprenden cada vez mayores materias, abarcan a un mayor 
número de personas y empresas y diversifican sus niveles. 

De otra parte, parece ser que aún en su modalidad bipartita, 
la concertación social reconoce la necesidad de la presencia del 
Estado, sea para promover el diálogo, velar poi el cumplimiento 
de los acuerdos o hacer posible ta, materialización de lo convenido 
mediante la adopción o reorientación de políticas y estrategias. Por 
cierto, la presen~ y papel del Estado se acentúa si la concertación 
social es tripartita. En uno y otro casó, su gravitación efectiva se 
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relaciona directamente con la percepción que los partícipes sociales 
tienen respecto de la permanencia, estabilidad y poder de los gobier­
nos y sus representantes. 

Autenticidad 

La concertación social no es una argucia sino la expresión del 
respeto que merecen a cada concurrente los demás interlocutores, así 
como las posici6nes que les son propias y que se consideran de valor 
suficiente para ser tenidas en cuenta y analizadas. Por lo tapto, no 
puede encubrir -actitudes patemalistas o autoritarias ni servir de plata­
forma a propósitos diferentes a los anunciados p11blicamente. 

En determinadas ocasiones -especialmente cuando se está en 
presencia de estflpulos poderosos- la voluntad de aplicar métodos 
de concertación surge casi espontánea y -simultáneamente entre los 
interlocutores sociales. En otras, ellas es producto de esfuerzos deli­
berados para promoverla y animarla. Parecen ser más efectivos y du­
raderos los resultados de los esfuerzos de concertación que logran es­
capar de los personalismos que puedan marcar a esos procesos, esto 
es, que consiguen conservar sus objetivos y estrategias al margen de 
los intereses y motivaciones personales de sus promotores y animado-
res. 

Vocación de Permanencia. 

La concertación social debe estar orientada a producir un 
acercamiento deliberado y permanente. No consiste en esfuerzos es­
porádicos ni equivale a una simple tregua social que frene o congele 
situaciones conflictivas. Aunque los factores que originen su apari­
ción sean coyunturales, la concertación social debe tener vocación de 
permanencia, a la vez que corresponder a la decisión_ de concretar en 
hechos la percepción positiva que se tenga acerca de esta manifesta­
ción de diálogo social. 
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En consecuencia, la cbncertación social es un. mecanismo que 
permite canalizar ímpetus, reclamaciones y aspiraciones diferentes 
hacia una convergencia dinámica y constructiva. No conduce sólo 
a abrir un paréntesis en las confrontaciones, sino a fortalecer el 
diálogo generador de consensos. 

En la experiencia de los organismos de cooperación tripartita, 
se observa que a11n aquellos creados para atender asuntos· circuns­
tanciales han gestado · efectos de mayor permanenda. Así, el fÚn­
cionamiento de comisiones ad hoc para la reforma de la legislación 
del trabajo ha permitido acumular experiencias de interés para la con-, 
cepción de mecanismos de participación, o bien sus resultados, aun­
que parciales, han sido considerados como expresión de voluntad 
de los partícipes sociales. Por ejemplo, en 1980 se dispuso en Pana­
má la creación de la Comisión Tripartita Nacional, para estudiar 
modificaciones al Código de Trabajo y a una ley que le había in­
troducido ciertos cambios. Si bien no se . logró consenso en torno 
a esas reformas, las opiniones y planteamientos de las partes fue­
ron atendidas al dictarse la ley de reforma de 1981. A11n en ausen­
cia de un comité tripartito, en Dominica han habido consultas a las 
organizaciones de empleadores y trabajadores en tomo a las propues­
tas reformas del "Industrial Relations Act" de 1975. En Venezuela, 
las experiencias de fines de la década pasada en la Comisión de Alto 
Nivel han sido los antecedentes considerados en los esquemas d~ con­
certación social ensayados posteriormente. En esta Comisión, el 
Yresidente de la Rep11blica se reunía mensualmente con representan­
tes de las máximas . organizaciones de empleadores y trabajadores 
(FEDECAMARAS y CTV, respectivamente) para considerar proble­
mas laborales, sociales y económicos de común interés. Estas expe­
riencias se inscriben en la tradición de diálogo tripartito iniciada en 
1945 con la creación del Consejo de Economía Nacional, interrumpi­
da durante el Gobierno de Pérez Jiménez y reiniciada vigorosamente 
al restablecerse el régimen democrático con la suscripción en 1958 
del Pacto de Punto Fijo, de carácter político, y el Avenimiento Obre­
ro Patronal. 

Funcionamiento Eficaz 

Para el funcionamiento eficaz de los mecanismos de concerta­
ción se requiere contar con los servicios de una secretaría técnica 
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· que les dé apoyo; tener acceso a la 'información apropiada para el 
, diálogo y la adopción de acuerdos y, además, ciertas normas que 
regulen su funcionamiento, la ejecución de los acuerdos y la solu­
,ión de los eventuales conflictos a que dé lugar la interpretación 
o la aplicación de lo convenido. 

Las tareas de secretaría técnica suelen ser confiadas a los minis­
terios de trabajo, que reciben, además, el apoyo de otras dependen­
cias gubernamentales. Su función primordial es confeccionar los 
documentos y estudios de base que faciliten el diálogo de los in-
terlocutores sociales. ' 

El acceso a las informaciones debe ser oportuno y de un grado 
tal que permita a las partes contar · con el conocimiento suficiente 
para dialogar y, eventualmente , convenir. ' Ello plantea interrogantes 
en cuanto a la naturaleza de la información necesaria a estos efec­
t os, la determinación de las entidades públicas y privadas sujetas a 
tal obligación y la adopción de medidas especiales para asegurar la 
no 1 divulgación de informaciones consideradas reservadas o confiden­
ciales. 

A su vez, parece ser que , habida cuenta de la naturaleza de la 
concertación no resulta recomendable contar con una normatividad 
detallada y rígida en cuanto a la estructura y funcionamiento de los 
organismos en que tenga lugar. Todo parece indicar, por el contra­
rio, que las normas deben ser mínimas y muy flexibles, para así 
permitir su adecuación a las cambiantes necesidades del proceso 
de concertación. De otra parte; también parece ser muy apropia­
d o que se reserva a las partes la facultad de adoptar las normas que 
regularán sus relaciones en el proceso de concertación, po_r lo que 
heterónomamente sólo correspondería, en especial, normar lo 
atin.ente . al papel de las instancias y resultados concertadores en 
los mecanismos institucionales· del Estado. 

2. - Caminos Hacia la Concertación 2 

La concertación requiere del tripartismo para facilitarla y hacer­
la posible. Más a\1n, es una expresión vital de la cooperación y parti­
cipación tripartitas en donde la voluntad de intentar acuerdos y llew 
a compromisos es mayor. En tal sentido, los mecanismos e institu­
ciones de participación y cooperación tripartitas y bipartitas, confi-
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guran aspectos que brindan la base institucional a la concertación 
social, facilitan el contacto entre· los interlocutores sociales y pro­
mueven el aprendizaje del diálogo. Asimismo, señalan caminos ha­
cia la concertación social que conviene recordar en lo atinente a su 
nivel, articulación y competencia, ubicación y naturaleza, y origen 
constitucional, legal o convencional. 

Nivel, Articulación y Competencia. 

La concertación social constituye generalmente un mecanismo 
macrosocial que opera en el nivel nacional. Las partes sociales son 
ls representativas de las grandes-organizaci.ones centrales de emplea­
dores y trabajadores que actúan directamente o a través de organis­
mos de concertación social en niveles regionales, Jocales o sectoria­
les, si se requieren estrategias de concertación en esos niveles para 
completar un sistema articulado que permita extender la concerta-
ción a todos los ámbitos_y sectores. · 

. Las modalidades que asuma esa articulación se relacionan es­
trechamente con el nivel y características de la organización sindical 
y la negociación colectiva, de una parte, y con los objetivos de .armo­
nización y orientación que se ;asigne a las decisiones adoptadas cen­
tralmente en relación con las descentralizadas. A este respecto, cabe 
recordar que los mecanismos y resultados de concertación social de­
sempeñan también un papel complementario y promotor de la nego­
ciación colectiva y éonstituyen su marco orientador e -incluso- nor­
mativo. 

Lo referente al nivel y articulación de estos- mecanismos se rela­
ciona _también con la competencia que se les asigna, que puede ser 
general o especial. 

Son de competencia general los vinculados a la política laboral, 
como los consejos nacionales de trabajo que con diversas denomina­
ciones existe.nen la mayoría de los países de la Región; o a la política 
de desarrollo, como los consejos nacionales de desarrollo o económi­
co-sociales existentes en algunos países, así como los mecanismos 
de participación social en la formulación y aplicación de los planes 
de desarrollo contemplados en ciertos países; o a la política general 
del país, como los consejos de Estado en qu~ participan representan-
. . . . . 
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tes de empleadores y trab~jadores. Los de compe(encia especializada 
atienden aspectos determinados del quehacer nacional. · Los de ma­
yor difusión son los referidos a aspectos de la política laboral, como 
los de fijación de salarios mínimos y otras condiciones,de trabajo; los 
de solución de los conflictos de trabajo y los de administración de los 
seguros sociales. · 

A ellos se han agtegado organismos tripartitos y bipartitos espe­
cializaéÍos en materias tales como empleo, formación profesional, 
productividad, seguridad e higiene del trabajo, libertad sindical y re­
laciones de trabajo, condiciones y medio ambiente de trabajo. Tam­
bién han surgido algunos de competencia especiál en otros aspectos 
de la política social como la vivienda, la salud, el consumo popular, 
la retención y ampliación éle las empresas y atracción de otras a una 
determinada localidad, la competitividad en los mercados nacionales 
· e internacionales. 

La participación de representantes de empleadores y trabajado­
res ~n audiencias públicas durante el proceso de adopción de medi­
das en materia de trabajo, es una práctica múy difundida en Canadá 
y los Estados Unidos. Desde comienzos de la década pasada, en los 
Estados Unidos, ha existido creciente interés en la constitución de 
mecanismos de consulta bipartita para atender asuntos normalmente 
no comprendidos en la negociación colectiva, algunos en el nivel de 
la actividad industrial y otros en el nivel ' de la comunidad o de la 
planta. En dichos mecanismos bipartitos se atiende problemas tales 
como los efectos de las importaciones, las regulaciones gubernamen._ 
tales, la disminución de la productividad o ,la declinación de la com­
petitividad de las industrias. Tal es el caso, ppr ejemplo, en la indus­
tria del vestuario masculino, los ferrocarriles, la industria alimentaria 
y Ja minería del carbón. En la actividad de la construcción, se han es­
tablecido comités bipartitos en localidades tales como Chicago, San 
Francisco, Kansas City, St. Louis, Indianápolis, Boston, Columbus, 
Nevada y Colorado. El Comité de Chicago fue establecido en 1973 
correspondiendo al Departamento del Trabajo financiar el apoyo de 
la secretaría técnica. En el nivel nacional, el Gobierno Federal ha 
promovido·la constitución de organismos consultivos ·para la formula­
ción de los planes federales y locales en materia de empleo y adiestra­
miento, como los National Comi~ion for Employment Policy y los 

, -~ Private lndustry Councils, establecido~ en cada mercado laboral lo-
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cal. A su.vez, el Human Resources Development lnstitute de la ALF­
CIO' promueve la · participación de las orgariizaciones sindicales en 
esos CoQsejQS. Para asesorar al Secretario de Trabajo en lo concer­
niente al programa federal~statal de compensación por desempleo, se 
ha constituído un Consejo Estatal Asesor. De otra parte, se ha crea­
do un grupo de trabajo bipartito en lo atinente a ciertos aspectos 
financieros de la seguridad social. Este grupo de trabajo coexiste con 
mecanismos establecidos eR forma tripartita como son el Nacional 
Commission on Social Security y el President's Commiuion on Priw­
te Pensions. Otros ejemplos de mecanismos consultivos en el nivel fe­
deral lo constituyen el Advisory Council on Employee Welfare and 
Pension Benefit Plans; los Research Advisory Councils, establecidos 
separadamente por los sectores empresarial y de trabajadores para 
asesorar a la Oficina de Estadísticas Laborales; el Federal Employees 
Pay Council; el Federal Prevailing Rate Admory Committee; el Ma­
nagement-Labor Advisory Committee y el Nátional Productivity 
Admory Committee. En más de una docena de comunidades se han 
establecido comités tripartitos destinados a colaborar en la retención 
y expansión de las empresas existentes, ampliar las oportunidades 
de empleo, atraer nuevas empresas a sus respectivas comunidades y 
mejorar las relaciones de trabajo. Dichos -comités se financian con 
aportes de los gobi~mos locales y del Gobien::io Federal, junto con 
recursos provenientes de los empleadores y de las organizaciones de 
trabajadores. 

El tipo de relaciones entre precios, costos y salarios-forma parte 
de las preocupaciones del Consejo N~cional de Trabajo y Promoción 
Social en el Perú y fue parte de la competencia asignada al COPRIN 
de Uruguay. En Venezuela se adoptó en el Congreso un proyecto 
de ley sob~ esa materia presentado en 1982, proponiendo reempla- \ 
zat al Consejo Nacional de Costos, Precios y Salarios -creado por de­
creto de diciembre de 1981- por un mecanismo de concertación en­
tre los interlocutores sociales, en que un Consejo de diferente compo­
sición desempeñaría un papel clave. 

Entre los organismos de competencia general, los consejos na-' 
cionales de trabajo cumplen un papel importante en la vinculación · 
de los interlocutores sociales. Desarrollan funciones variadas que 
permiten perfeccionar y ampliar el diálogo ~mtre los.sectores _sociales, 
aumentar su capacidad de compromiso y asegurar canales de comuni-

, . . . . 
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R8ción y colaboí:-aéión con las aÚtqridades públicás. 3 Es en los con• 
sejos económico-sociales donde la cooperación, participación y c.on• 
certación tripartitas puede_n · alcanzar niveles significativos en 1a 
formulación y aplica,ción de planes de desarrollo. Son de aparición 
reciente y no han tenido gran difusión aunq\le concitan marcado in­
terés. Entre los existentes sé cuentan el Consultative Committee on 
Economic Developn'lent (Antigua), los Social Economische Raad 
(Antillas Neerlandesas), ·el Consejo de. Desarrollo Social (Brasil), el 
Econonüc ·cóuncil (Canadá), y el Consejo Nacional de Desarrollo 
Económico y Social·(Ecuador). 

Los consejos · de Estado so~~, ~rgartismos consulti~os y asesores 
de-alto nivel contemplados en los ordenamientos constitucionales de 
algµnos países: Su facultad es someter propuestas y evacuar infonnes 
en los asuntos de su competencia y pueden desempeftar un importan• 
te papel en la concertación social. · 

Ubicación y Naturaleza 

Los mecanismos de concertación social pueden tener el ,car,ácter 
de .autónomos, como los · consejos económico-sociales, o bien f or• 
man parte de la estructura política, como los consejos de Estado, e 
están integrados o adscritos -al sistema de administración pública del 
trabajo, ,como los consejos nacionales de trabajQ Y. la mayoría de 
tos. organismos de competencia especial. ' . , . , 

, \ ' 

En cuanto a su naturaleza, los organismos y mecanismos tripar­
titos son de tipo consultivo, de gestión, de verificación y control, de 
creación normativa o jurisdiccionales. Los primeros representan una 

. etapa evolucionada de la inicial en que las autoridades públicas sólo 
informan a los interlocutores sociales acerca de ciertos aspectos de la 
temática laboral: en ellos la conducta es previa, sistemática y busca 
alcanzar el asentimiento de los consultados respecto de-las decisiones 
que se desea adoptar. Se espera recibir orientaciones de política y ac­
ciones específicas, de propia iniciativa del organismo consultivo o en 
respuesta a solicitudes previas. También se pretende provocar y esti­
mular el análisis e intercambio de opiniones conducentes a la obten­
ción de recomendiJ,ciones, explícitas o no, que sirvan de respaldo a 
determinadas decisiones gubernamentales. 
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Los organismos tripartitos de-gestión se presentan principalmen­
te en el camp:o de la seguridad social y la administración de ciertos 
servicios sociales. En Peni, la Ley de Organización de los Sectores 
Trabajo y Promoción Social (Decreto Legislativo mlm. 140, del 15 
de junio de 1981) establece el Consejo Nacional de-Trabajo y Concer­
_ tación Social, que está facultado para participar en actividades ejecu­
tivas del Ministerio en apoyo de los órganos de línea de éste. 
1 

1 

Es en el e.ampo de las relaciones laborales donde fundamental­
mente se presentan los organismos jurisdiccionales y de creación nor­
mativa, por cuanto en esta materia ha probado ser especialmente efi­
caz 1~ participación de los interlocutores sociales a los efectos de re­
gular las relaciones profesionales y condiciones de trabajo y, even­
tualmente, decidir sobre las controversias correspondientes. 

Origen Constitucional y Legal. 
1 

En algunos textos constitucionales de América se formulan refe-
rencias a la integración de ciertos organismos y mecanismos biparti­
to y tripartitos, así como para la participación de representantes de 
empleadores y trabajadores en organismos polipartitos. Tal es el ca­
so, por ejemplo, en Brasil (Tribunal Superior del Trabajo y Tribuna­
les Regionales de Trabajo); Ecuador (Instituto Ecuatoriano de Segu­
ridad Social, Consejo Nacional de Desarrollo y Tribunal de Garantías 
Constitucionales); Honduras (fijación del salario mínimo); México 
(planificación · democrática, Junta de Conciliación y Arbitraje, fija­
ción de salarios mínimos, participación en las utilidades, administra­
ción del fondo nacional de la vivienda, dominio y uso de las tierras 
y aguas); Nicaragua (Corte Superior del Trabajo); .Paraguay (Consejo 
de Estado); Perú (participación en la vida polítiea) económica, social 
y cultural; Instituto Peruano de Seguridad Social y fijación de remu­
neraciones mínimas vitales); Uruguay (Consejo de Economía Nacio­
nal). Es en los códigos de trabajo y, 'en general, la legislación de tra­
bajo y seguridad social, donde con más frecuencia se regula lo atinen­
te a la creación y funcionamiento de mecanismos tripartitos y 
bipartitos. Por ejemplo, la ley 30 de 1981 favoreció en Colombia la 
constitución de una comisión para atender los problemas de empleo, 
marginalidad, política salarial, vivienda, cooperativismo, educación, 
seguridad social y legislación laboral. A fines de 1981 se habían 
generado variados resultados, entre ellos: el Acuerdo sobre Relacio-
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nes Laborales, suscrito por las principales organizaciones de emplea­
dores y de trabajadores; la constitución de un fondo de garantía para 
facilitar -el acceso de los pequefl.os empresarios al cr~dito; la nue:va 
Ley del Subsidio Familiar; la adopción del Estatuto del Consumidor, 
y el aumento del cupo de crédito~ y redescuento a cooperativas en el 
Banco de la República. 

En Estados Unidos, la Ley de Relacion~s Obreropatronales, de 
1947, establece al "National Labor Managemei:it Panel", integrado 
con representantes de empleadores y trabajadores y encargado del 
asesoramiento en materia de-relaciones de trabajo. También existe 
el comité sobre Actividad·es de la OIT, que cumple importantes fun­
ciones.· y está integrado por representantes del Departamento del 
Trabajo y otros Departamento gubernamentales, la AFL- CIO y el 
sector empresarial. 

En Trinidad y Tobago la Ley de Relaciones Laborales, de 1972, 
_ contempla la constitución de un consejo consultivo trip?,rtito de ca­

rácter asesor en el campo social, y de otro organismo tripartito para 
resolver determinados asuntos en materia laboral. En 1980 se adop­
tó en Venezuela el VI Plan de la Nación. En el mismo afi.o la organi­
zación empresarial FEDECAMARAS aprobó' la llamada Carta de 
Maracaibo y la Confedéración de Trabajadores de Venezuela (CTV) 
adoptó el llamado Manifiesto de ,P0rlamar. En los tres documentos 
se hacen explícitas referencias a la necesidad del' diálogo social y a la 
concertación de ,las políticas de desarrollo. 

, 1 

Origen Convencional. / 

' 
La adopción de acuerdos básicos y declaraciones conjuntas, no 

han alcanzado en la Región las dimensiones obtenidas en países euro­
peos y ciertos países en vías de desarrollo. 4 Normalmente en esos 
acuerdos y declaraciones, se definen ciertas políticas en materia co­
mo los precios y saJarios, la regulación de las relaciones laborales, la 
productividad, y las condiciones de trabajo. Los casos más conocidos 
en la Región han tenido lugar en Argentina, Colombia, Guatemala, 
México, Pen1 y Venezuela. 

En 1973 se suscribió el Acta de Compromiso Nacional en Ar­
gentina, entre la Confede_ración General Económica, la -Confedera-· 
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ción General del Trabajo y los Ministerios de Trabajo y de Economía 
Y-Finanzas, referente a las obligaciones contraídas por las partes en 
materia de política de precios, salarios, inversiones y cargas fiscales. 

En Colombia, en 1965, funcionó la Gran Comisión en que se 
negociaron importantes prestaciones y modificaciones a la legislación 
laboral, más tarde incorporadas al Código Sustantivo del Trabajo. A 
su vez la Comisión Tripartita Intersectorial, el 25 de noviembre de 
1981, adoptó el Acuerdo sobre Relaciones Laborales suscrito entre la 
Unión de Trabajadores de Colombia (UTC), la Confederación de Tra­
bajadores de Colombia (CTC), la Central General de Trabajadores 
(CGT), la Asociación Nacional de Industriales (ANDO, la Asociación 
Popular Colombiana (ACOPO, la Federación Nacional del Comercio 
(FENALCO), y la Asociación Nacional de Instituciones Financieras 
(ANIF). En ese Acuerdo, del 25 de noviembre de 1981, se prevén 
medidas sobre la consulta, colaboración, comunicaciones y procedi­
mientos de quejas en el nivel de las empresas ; la solución de los con­
flictos de derecho; la satisfacción, seguridad e higiene en el trabajo 
y las prácticas desleales. Días después de adoptado este Acuerdo, el 
22 de diciembre, los interlocutores sociales lograron convenir la fija­
ción de los salarios mínimos en el Consejo Nacional de Salarios, de 
carácter tripartito , haciendo innecesaria la adopción del salario mí­
nimo por decreto del Poder Ejecutivo como había ocurrido reitera­
damente en el pasado, lo que constituyó una primera prueba de efi­
ciencia del Acuerdo de noviembre. La agudización del problema del 
desempleo condujo a las centrclles sindicales a presentar un " pliego 
de peticiones" al Gobierno, el 1 o. de mayo de 1984. En él, la UTC, 
la CTC y la CSTC demandan la aplicación de un plan de ocho puntos 
encaminados a crear nuevos empleos : la reducción de la semana la­
boral máxima a cuarenta horas ; el subsidio a los desempleados; el res­
peto a la estabilidad laboral; la nacionalización de los sectores claves 
de la economía nacional, como el financiero y el energético; la refor­
ma social agraria; el estímulo a la pequefla y mediana industria ; la 
nacionalización de las grandes empresas que se declaren en quiebra y 
la abolición de las horas extraordinarias. En torno a este petitorio y 
en general para considerar los efectos sociales de la actual crisis eco­
nómica, las centrales sindicales han formulado llamados para iniciar 
un nuevo diálogo social que permita alcanzar un acuerdo sobre esas 
materias. 

253 



En 194 7 en Guatemala se suscribió el acuerdo social tripartito 
conocido como "Triángulo de Escuintla", que en su época alcanzó 
a generar algunos efectos positivos. 

En México se han conocido variadas experiencias de concerta­
ción y acuerdos sociales. Entre ellas destacan el Pacto Obrero In­
dustrial de 1945 ; la Alianza para la Producción y el Programa Na­
cional de Productos Básicos, de 1977, que contemplaba el impulso 
y desarrollo de áreas prioritarias de la economía mexicaha, la orien­
tación de la producción y limitaciones salariales consentidas; los 
Foros Populares para la elaboración, aplicación y evaluación perió­
dica del Plan Nacional de Desarrollo 1983-1988, y, el Acuerdo Tri­
partito de Solidaridad Nacional de agosto de 1983, encaminado a 
hacer frente a la crisis económica y expresar apoyo, comprensión y 
solidaridad al Plan Nacional de Desarrollo y su Programa Inmediato 
de Reordenación Económica, tanto en lo atinente a los cambios 
estructurales que propician como en lo referente a las medidas anti­
inflacionarias emprendidas en el país, la política salarial y la protec­
ción de la planta productiva y el empleo. En el Pacto se enumerall 
acciones concretas en materia de moderación salarial y de precios; 
el paquete básico de consumo popular; las comisiones mixtas de pro­
ductividad; la reinversión de utilidades; el comercio intemaciqnal; el 
turismo; el transporte, la distribución y la comercialización. Además, 
el Pacto contempla la constitución de una comisión tripartita principal­
mente encargada de contribuir al logro de los objetivos y metas con­
tenidas en el Plan Nacional de Desarrollo. En el preámbulo del Pacto 
se expresa que esas medidas y acciones demandan un cambio de men­
talidad en que la solidaridad sustituya a la conveniencia individual y 
en que la actitud expectante ceda paso al esfuerzo común. El Pacto 
Nacional de Solidaridad fue suscrito por el Gobierno Federal y repre­
sentantes de las organizaciones que integran el Congreso de Trabajo y 
el sector empresarial, representado por las Confederaciones de Cáma­
ras de Industrias, Comercio, Servicios y Turismo. 

En el Avenimiento Obreropatronal suscrito en Venezuela en 
1958, como complemento del acuerdo político llamado Pacto de 
Punto Fijo, se promovían la solución "conciliada" de los problemas 
laborales, la limitación del recurso a la huelga, el establecimiento de 
comisiones de avenimiento y la defensa del empleo, evitando los 
despidos innecesarios. Con dicho Avenimiento se logró reducir las " 
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tensiones conflictivas: en el bienio 1958-1959 sólo se registraron 
veinticinco huelgas legales y cinco ilegales, a la vez que se suscribie­
ron más de mil setecientas convenciones colectivas de trabajo. Esa 
tradición de diálogo se acentuó con la representación de los trabaja­
dores en los directorios de las entidades de desarrollo, empresas esta- . 
tales e institutos autónomos ordenada por ley de 1966. Más reciente­
mente, en el Decreto del 23 de noviembre de 1981, se creó el Conse­
jo Nacional de Costos, Precios y Salarios, de carácter tripartito y en­
cargado de regular los aumentos de precios, concertar los aumentos 
salariales y colaborar en el cumplimiento de los objetivos sefialados 
en el VI Plan de la Nación. Teniendo presente las experiencias reco­
gidas con el funcionamiento de ese Consejo, el Congreso de la Repú­
blica aprobó la Ley que crea la Comisión Nacional de Costos y Sala­
rios. 5 Dicha ley tiene por objeto asegurar el mejoramiento de la pro­
ductividad y producción de bienes y servicios de consumo básico y 
masivo y el equilibrio del nivel general de precios y del ingreso real de 
la población, conforme a los principios de justicia social y mediante 
la concertación sistemática de los sectores de la vida nacional. La Co­
misión está integrada por tres representantes del Poder Ejecutivo (los 
Ministros de Fomento, de Trabajo y de Agricultura y Cría o-sus re­
presentantes), un representante de la Confederación de Trabajadores 
de Venezuela (CTV) y uno de la Federación de Cámaras y Asociacio­
nes de Comercio y Producción (FEDECAMARAS). 

La concertación de acuerdos nacionales bipartitos o tripartitos 
para afrontar los problemas salariales en períodos de crisis inflaciona­
ri, no han sido mucho ni frecuentes. Sin embargo, en la actualidad 
asistimos a, por lo menos, cuatro casos relevantes de esfuerzos de 
concertación social en esta materia. 

En Colombia, como ya se anotó, los esfuerzos recientes de con­
certación han producido ciertos resultados en el campo de la política 
salarial. Es así como la nueva Ley sobre el Subsidio Familiar ha 
aumentado la cobertura de las Cajas de Compensación Familiar e in­
crementado significativamente el subsidio monetario a los trabajado­
res de menores ·ingresos, a la vez que ha definido prioridades en la 
utilización de los recursos, orientando su inversión a la satisfacción 
de las necesidades básicas de los trabajadores más pobres (salud, ali­
mentación, educación y vivienda). A su vez, en el Estatuto del Con­
sumidor (Ley 73, de Diciembre de 1981), se pretende defender a los 
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consumidores de la especulación y falta de calidad de los productos 
y mediante la congelación de los cánones de arrendamiento se tiende 
a proteger a los trabajadores arrendatarios de viviendas. En el campo 
d_e la determinación de los salarios directos, por ahora la política de 
concertación se ha contraído a la fijación de nuevos niveles de salario 
mínimo urbano y rural. 

En Pení, si bien en la Comisión Nacional Tripartita (antecedente 
del recientemente constituido Consejo Nacional de Trabajo y Con­
certación Social), no se llegó a perfeccionar el acuerdo sobre pre­
cios y salarios sometido a su aprobación los fundamentos del mismo 
fueron en parte considerados en las normas sobre reajuste salarial 
contenidas en el Decreto Supremo del lo. de julio de 1981, sobre 
reajuste salarial. 

Con anterioridad a la celebración del Pacto de Solidaridad Na­
cional, en 1983, en México el movimiento obrero organizado y el 
sector .empresarial esta~lecieron ajustes salariales que, si bien infe­
riores a los demandados para contrarrestar el deterioro de su poder 
adquisitivo, estaban dirigidos a frenar el proceso 'de erosión de su 
valor real e impedir el aumento de los índices de desempleo. Como 
se expresa en dicho Pacto, "el movimiento organizado de los traba­
jadores está dispuesto a conceder una pausa en sus demandas de ajus­
te salarial condicionada a que en los procesos productivos y distribu­
tivos se descarten el lucro injustificado y los cargos llevados a los pre­
cios por una intermediación exagerada ... " 

La Comisión Nacional de Costos, Precios y Salarios de Venezue­
la, tiene facultades resolutivas y consultivas. Los seftalamientos y 
dictámenes formulados por la Comisión en lo que respecta a los bie­
nes y servicios que deban ser declarados de primera necesidad, así co­
mo en lo atinente a la fijación y modi~~ ción de los precios de esos 
bienes, tienen "carácter vinculante ¡,ara el Ejecutivo Nacional, el cual 
sólo podrá apartarse del criterio de la Comisión mediante decisión 
motivada". Adicionalmente está encargada de determinar el deterio­
ro que se produzca en el ingreso real de la población y en especial de 
los trabajadores, a los fines de la contratación colectiva, así como de 
la promoción de la fijación de salarios mínimos de conformidad con 
la ley. También se le encarga proponer al Ejecutivo Nacional medi­
das destinadas a estimular la productividad y la producción de los 
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bienes y servicios de consumo masivo o esenciales a la vida de la po­
blación; analizar las tendenctas del proceso de desarrollo económico 
y social a los fines de determinar los desequilibrios, distorsiones y 
factores susceptibles de provocar alzas indebidas en los precios o 
deterioro en el ingreso· real de los trabajadores y en general de lapo­
blación, presentando las recomendaciones pertinentes".6 

3.- Conclusiones. 

La concertación social no es una panacea ni un fin en sí misma 
sino una expresión acentuada de la participación y cooperación tri­
partitas orientada al logro de compromisos y acuerdos. Como no­
ción política representa un claro reconocimiento de la pluralid,ad 

. real existente en sociedades que, como las contemporáneas, no son 
pétras ni inmutables y que, además, requieren del concurso manco­
munado de todos los sectores para vencer la crisis y los obstáculos 
que enfrentan para consolidar y alcanzar niveles apropiados de desa­
rrollo y justicia social. 

La existencia de mecanismos de participación tripartita tienden 
a multiplicarse a la vez que a díversificar y ampliar sus modalidades 
de manifestación y las materias que sori de su competencia, fenóme­
no que se incrementa en la medida en que la negociación colectiva 
tradicional difícilmente puede abarcar ciertas materias habida cuenta 
del nivel en que tiene lugar normalmente en los países latinoamerica­
nos, como es el caso de la apropiada atención de aspectos tales como 
la recesión, la inflación, la competitividad de las empresas en los mer­
cados nacionales y externos, el desempleo y el subempleo. 

No obstante la rica y variada experiencia latinoamericana en el 
campo de la cooperación y participación tripartitas, éstas enfrentan 
serias dificultades como resuJtado de problemas existentes en lo ati­
nente al grado efectivo de libertad sindical, la representatividad de 
los interlocutores, los factores que limitan la propensión al diálogo 
y las tradiciones de autoritarismo. Si la sociedad democrática y plu­
ralista requiere, como condición necesaria para su funcionamiento, 
de un grado significativo de concertación entre los diferentes grupos 
que la integran, las premisas para que pueda darse tal concertación 
adquieren una dimensión relevante. Entre éstas destaca la existen­
cia de un nivel de libertad sindical amplio, dentro un clima de li-
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bertades civiles, también amplio, ya que es difícil concebir la exis­
tencia de islas de libertad y participación en entornos instituciona­
les autoritarios. El apoyo técnico a los mecanismos de concerta­
ción adquiere también singular importancia si se desea que éstos 
conduzcan a la adopción de acuerdos y com promisos y no se limi­
ten a-constituir sólo un foro para la expresión de intereses o reitera­
ción de consignas. De otra parte, la estructura y facultades de los 
organismos centrales que participan en la concertación tienen tam­
bién relevancia ya que de no estar capacitados para concluir acuer­
dos o hacerlos cumplir, los compromisos logrados se transformarán 
en simples declaraciones enunciativas de propósitos. Otro aspecto 
de particular importancia es el referente a las funciones asignadas 
al mecanismo de concertación. En la medida que éstas comprendan 
la adopción de decisiones, surge la necesidad de definir los medios 
por los que su existencia y actividades se concilien y armonicen con 
las funciones constitucionales asignadas a los Poderes del Estado, en 
un régimen de competencias complementarias que no son excluyen­
tes sino más bien se integran en una especie de federalismo social. 
Esas facultades decisorias normalmente no son establecidas en los 
textos legales que les dan origen, sino que suelen aparecer como 
resultado de la dinámica del proceso de concertación. 

En la concertación tienen también importancia las actitudes y 
aspiraciones de las partes. En la medida en que ellas estén decidida­
mente dispuestas al diálogo y en que los resultados alcanzados co­
rrespondan apropiadamente a sus expectativas, las experiencias de 
concertación se consolidan y amplían. A este respecto, cabe desta­
car el papel importante que corresponde al Estado en el cumplimien­
to de los compromisos que adquiere con la concertación. En cuanto 
los desvirtlie e ignore, la concertación perderá sus caracteres positivos 
y no se podrá acudir fácilmente a ella en el futuro, ya que por fuertes 
que sean las motivaciones existentes habrá siempre reservas de parte 
de quienes han visto frustrados sus esfuerzos. 

Si la concertación social es una manifestación inequívocas de la 
aspiración y necesidad de participar y ser parte y sujeto en los proce­
sos de adopción de decisiones, su presencia y resultados constituyen 
elementos valiosos para la incorporación de todos los sectores socia­
les en los esfuerzos nacionales para alcanzar el modelo de sociedad 
que cada país estima apropiado. · 
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Como quiera que la concertación social forma parte del sistema 
de relaciones laborales y éste se inserta en el marco político imperan- · 
te en la sociedad, la posibilidad de establecerla y de que ella resulte 
fructífera y perdurable depende, en forma importante, de la natura­
leza de las relaciones políticas existentes. Climas de inestabilidad 
o de enfrentamientos irreconciliables generalmente no son propicios 
para que la concertación sea viable. 

Asimismo, en la medida en que las grandes decisiones naciona­
les, aún las concertadas, enfrentan la posibilidad de ser influidas o 
enervadas por decisiones u orientaciones de origen extranacional, la 
concertación se resiente al entender los interlocutores que sus diálo­
gos, concesiones y compromisos, a la larga, pueden resultar estériles 
o desvirtuados. 

La concertación, en resumen, constituye hoy un imperativo 
que presenta innumerables potencialidades y, a la vez, enfrenta serios 
obstáculos. Intentarla e imaginativa y solidariamente superar los es­
collos es la tarea de quienes desean preservar la libertad profundizan­
do la justicia. 

NOTAS 

1 Oficina Internacional del Trabajo, Undécima Conferencia de los atados Unidos de Am• 
rica Miembros de la OIT (Medell(n, 1979), Informe 11: LA ADMINISTRACION PUBLI· 
CA DEL TRABAJO V SU PAPEL EN EL DESARROLLO ECONOMICO Y SOCIAL, 
pág. 48. 

2 El análisis detallado de los organismos y mecanismos tripartitos Íin la R119lón, ha Sido Gb· 
Jeto de Informes de la OIT, como el INFORME 111: FORTALECIMIENTO Y AMPLIA· 
CION DE LA COOPERACION TRIPARTITA, presentado a la 04clma Conferencia de 
los Estados de América Miembros de la OIT (M4xlco, 1974); el INFORME 11: LA AD· 
MINISTRACION PUBLICA DEL TRABAJO (pags. 48 a la 52), pr-ntado a la Undécl· 
ma conferencia de los Estados de América Miembros de la OIT (Medell(n, 1979), Y AL· 
GUNAS CONSIDERACIONES SOBRE LA CONCERTACION SOCIAL, presentado I la 
Séptima Conferencia lnteramerlcana de Ministros de Trabajo (Santo Domingo, 1981). 
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3 Entre los existentes se pueden citar los de COLOMBIA, ECUADOR, GUATEMALA, NI· 
CARAGUA (Consejo Naclonal de Planlfaclón y Coordinación de la Poi(tica Socio-labo­
ral), PANAMA (Comisión Laboral Nacional), PERU (Consejo Nacional de Trabajo y 
Concertación Social), VENEZUELA (Comité lntersectorlal de Promoción y Desarrollo 
de la Polltlca Socio-laboral). En los pa(ses de habla Inglesa del CARIBE ex isten los lla­
mados "Labour Advtsory Commlttees", que ejercen funciones similares. 

4 En los números 38 y 63 de la Serie de Relaciones de Trabajo, publicados por la Oficina 
Internacional del Trabajo en 1971 y 1983, se reproducen un cierto número de acuerdos 
y declaraciones conj u ntas suscritas en diversos pa{ses. 

5 Publicada en la Gaceta Oficial No. 33011 del 2 de Julio de 1984. 

6 Artículos 60. y 7o. de la Ley que crea la Comisión Nacional de Costos, Precios y Sala· 
rtos. 
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DOCTRINA 
APUNTESBREVESSOBREELACUEROO 

ECONOMICO Y SOCIAL (1985/86) 

Juan Antonio Sagardoy Bengoechea* 

1.- La Concertación Social Como Sistema Noonativo.~ 

Desde hace un tiempo la teoría de las fuentes del Derecho ha 
sufrido enormes convulsiones por el impacto de los nuevos com­
portamientos y objetivos de los agentes colectivos laborales. La 
presión creciente de los Sindicatos, ha obligado a los Gobiernos, con 
el beneplácito de las organizaciones empresariales, a la cesión de par­
celas de poder. Así, el Boletín Oficial del Estado -escenario formal, 
por excelencia, del poder- ha vist9 sus páginas crecientemente 
"invadidas" por normativas de los grupos sociales con o sin la firma 
del Gobierno. El AMI de 1980 'y el AES de 1984 son dos ejemplos 
significativos. 

' Esta reglamentación negociada que, entre los ante.cedentes más 
precisos tiene los Acuerdos de Grenelle de 1968, responde a un cam­
bio (más o menos forzado) de mentalidad por parte de los Gobiernos 
y por parte de los actores sociales. ~s Gobiernos, con la tecnifica­
ción creciente de la economía y la demanda participativa de nuestro 
mome·nto cultural, tienen que asociar a los Sindicatos y organizacio­
nes empresariales a su política socio-económica, so pena de su iriefi• 
cacia. Por su parte, los actores sociales, máxime en épocas de crisis, 
precisan para su credibilidad la participación en las macrodecisiones, 
puesto que a niveles medios y bajos es muy difícil presentar a las ba­
ses unas actuaciones exitosas. Y para unos y otros puede valer, qui­
zá, la creencia en que "sólo la responsabilidad hace responsables. El 
Estado omnipresente es una receta para actuaciones irresponsables" 
(DahrendorO. 

• catedrático de Derecho del TrabaJo de la Universidad de Alcalí de Henares, Espana. 
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Sea cual fuere la causa, lo cierto es que los pactos sociales tri­
partitos originan notables incertidumbre en cuanto a su naturaleza 
jurídica (De la Villa). De algiln modo se cumple con tales pactos 
una función heterointegradora del ordenamiento jurídico, en fun­
ción de que las normas jurídicas (vamos a decir "tradicionales") aca­
ban con el tiempo por no responder a las necesidades del mercado 
que _necesita otras nuevas. 

Los acuerdos interconfederales, como el AMI de 1980, o· el 
Al de 1983, tienen una naturaleza jurídica similar a_ la de los con­
venios colectivos con variante en cuanto a su eficacia (erga omnes 
o limitada) y ya el Estatuto de los Trabajadores (art. 83) c_ontiene 
previsiones al respecto. Pero con el AES se ha hecho algo más difícil. 
En un mismo texto figuran : una Declaración del Gobierno sobre po- , 
lítica económica, unos Acuerdos tripartitos entre Gobierno, CEOE, 
CEPYME y UGT y el Acuerdo Interconfederal del que el Gobierno 
está excluido. 

La primera conclusión que podría extraerse es la de que el 
AES no admite una calificación jurídica unitaria, sino, si acaso, 
trinitaria: 

- Declaración del Gobierno (DG): Compromiso político. 
- Acuerdos Tripartitos (AT) : Pacto político-social. 
- Acuerdo' lnterconfederal (Al) : Convenio colectivo impropio o 

de eficacia limitada. 

Salvando la Declaración del Gobierno, que no es más que una 
declaración de , intenciones, que compromete políticamente al 
Gobierno y que, por tanto, su cumplimiento o incumplimiento sólo 
será exigible en términos políticos, las dos partes restantes ofrecen 

· mayor problemática. Y entrar en ella no es un divertimento científi­
co, sino que por el contrario tiene una ~n trascendencia: la de la 
exigibilidad de los compromisos y la credibilidad, de futuro, de pac­
tos como éstos. Si no hay exigibilidad jurídica, la firma es sobre pa­
pel mojado y la concertación. social sufriría un duro golpe en cuanto 
a su interés. 

A. mi juicio -y dentro de la brevedad que se me ha impuesto 
para esta aportación- entiendo que los AT y el Al tienen rasgos 
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comunes y diferenciales. El rasgo cornl1n está en que ambos parti­
cipan de la naturaleza de pactos de Derecho privado y p.or tanto 
exigibles en Derecho. El diferencial es que el primero es un pacto 
"de hacer" de alto contenido político, y sin más calificativo~ sustan­
ciales; y el segundo pertenece a la· categoría de los convenios colecti­
vos impropios, 'qué corno nota principal tiene el de ser pactos de efi­
cacia normativa, aunque no erga omnes. 

Decía que los AT son algo _más que un . pacto político social, 
·. porque así lo ha querido el Gobierno (art. lo. del Título preliminar) 

y por la propia dicción -de lQS artículos de ese Título. Por ir a un 
ejemplo c~o: Si el Gobierno no crea el Fondo de Solidaridad men­
cionado en el art. 8, habrá incumplido' una obligación, y por tanto 
se pódrá exigir su cumplimiento. Pero dicho ésto, hay que afladir 
de modo inmediato -y ahí está el "quid"' del terna- que la mayo­
ría de las obligaciones asumidas por el Gobierno son obligaciones 
som~tidas a factores exógenos· • que, a 1a postre; las pueden hacer 
inoperantes. El Gobierno, como dice el art. 1 o. del AES, se obliga 
en el "ámbito de su competencia". Por tanto, para cumplir sus com­
promisos deberá sujetarse a lo que la Constitución y demás normas 
jurídicas disponen para la actuación ' gubernamental. De ahí que 
los compromisos del AES que deban realizarse a través de una ley, 

. se agotan en su cumplimiento, presentando el Proyecto de Ley ante 
las Cortes. Que luego no se aprueban corno'elPrpyecto seftala --aún 
con los'votos del-Partido en el poder, que no es<'el Gobierno''-:- no 
supondría incumplimiento contractual _ Todo él terna fiscal, entre 
otros, entrar1'41 en este apartado. Y si el compromiso de subvencio­
nes, por ejemplo, tiene unos condicionamientos legales que, a pesar 
del propósito del . Gobierno, nQ se dan; entonces tampoco habría 
incumplimiento. Lo que ocurre es que, corno reconoció el Ministro 
de Trabajo, la dicción es incorrecta. Cuando el tema ·es de Ley, no 

- puede decirse que el Gobierno "deducirá", "gravará", etc., sino que 
"presentará un Proyecto de Ley en el que ... " 

. ' 

En definitiva, no' puede decirse que los AT son un-mero pacto 
político inexigible; porque ni, se desprende de lo firmado por las par­
tes, ni podría defenderse en una posición. de mera honestidad en la 

.concertación social. No obstante, los .condicionamientos tácitos que 
los AT contienen y a los que me acabo de ref erii, pueden suponer 
Jma coartada al cumplimiento.' · _Que sea o no coartada, y mayo¡ o 
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menor, merecerá, .eso sí, un veredicto político; pero el compromiso 
en sí ,pertenece a lo exigible en Derecho, porque aunque los AT ten­

. gan un contenido político, su naturaleza es la de pacto. El Gobierno 
no firma imponiendo obligaciones, sino asumiendo compromisos: 

En cuanto al Al, hay que decir que los Acuerdos Interconfede­
rales, ni aparecen con ese nombre en el Estatuto de los Trabajadores 
(ET), ni tienen acogida en el mismo cuando no se representa a la ma­
yoría absoluta de los miembros de Comité de Empresa (art. 88). 
Resulta llamativo, (por no decir inexplicable, por la experiencia 
acumulada) que. ni en la reforma del ET, ni en la Ley Orgánica de Li­
bertad Sindical, se haya abordado este tema y en definitiva el de los 
convenios y aéuerdos interconfedera.les de eficacia limitada. Pero 
así es. Que la obligación nuclear del Al sea incort>orar su contenido 
a los .convenios colectivos que se firmen, no le <fu, por transustancia­
ción, la naturaleza de éstos. El Al no es un convenio colectivo so­
metido al ET, sino, a los más, lo que se ha denominado "convenio . 
colectivo impropio", que en defmitiva nada dice, a efectos jurídi­
cos, pues las instituciones, o son "propias", ·o no lo son; y en este 

· último ca~o la iµstitución es otra, a pesar de la semejanza, afinidad 
o parecido. Se utiliza el término tan sólo · con efectos descripti­

. vos (1). 

· No obstante, hay que reconocer, como·antes he dicho, que tales 
convenfos tienen en su esencia algo más que un niero pacto civil. 
Concretamente, su eficacia normativa, aunque limitada a los firman­
tes. Eso constituirá una dificultad, sin duda, cara ·Ias pretensiones de 

--CC. 00. de no firmar el AES y· estar eri las Comisiones que éste crea 
y que, por cierto, son bastantes. J: Aragón y E. Lillo ·defiénden tal 
tesis de modo hábil, al entender que las Comisiones son para "seguir 
negociando" y no sólo para dar cumplimiento a las previsiones del 
AES (El País, 20-10-:--1984). 

Prue~a de la dificultad de catalogar los Acuerdos tripartitos en­
tre las instituciones consagradas en el Derecho, la tenemos en el art. 1 
del Título Preliminar, en el que con u'.n tono coloquial y, por ello, in­
sólito en una norma jurídica, · dice.. . "Nos hallamos, pues, ante un 
amplio abanico de estipulaciones de carácter tripartito .. " . Con ello 
no se .defme nada, sino que se narra un hecho. Quizá lo sustancial 
esté en: la continuación "configuradorais de obligaciones de hacer 
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para las partes firmantes, en sus respectivos ámbitos de competen­
cia". Decir -que se trata de estipulaciones de carácter tripartito, no 
define la naturaleza jurídica de los AT. Simplemente describe lo que 
e&: un pacto exigible. Y cuando en el mismo artículo se define a los 

" compromisos del Título 11 como Acuerdos lnterconfederales no pa­
r~ce decirse -por el AES- nada sustancialmente distinto a lo qu~ 
dice de los AT, ·pues · acudiendo á la \definición del . Al en el art. 1 de 
dicho Título, vemos que se monta sobré "la naturaleza contractual, 
generadora de obligaciones · y compromisos para ambas partes". 
A pesar de ello, de que el AES no distingue el Al, como especie del 
género: pacto de derecho privado, ha de decirSé que la eficacia nor­
mativa del Al es el dató más relevante de diferenciación de los AT. 

Queda, por lÍltimo, una cuestión nada baladí, e-orno es la de la 
publicación del AES es el B. O. E. (de i2-Í0-1984) (2). 

Dejando a un lado el aparatoso motivo justificativo de la publi­
cación (art. 80.3 de la Ley de Procedimiento Administrativo: intere­
sados desconocidos y de domicilio ignorado), lo cierto és que insertar 
el AES en el B. O. E. tiene fa importancia d.e añadir un dató formal 

· de eficac:ia· y otro· material, como es el general. conocimiento. Que 
· aparezca, además, la Resolución del IMAC en el capítulo de Disposi­

ciones Generales, no deja de ser llamativo. 

2. - La Significación del AES. 

1984 ha sido un año h~érfano 'de acuerdo interconfederal o in­
teí-prof esional; ~n definitiva, de pacto social escrito. Ha sido un año 
que en parte se pasó gestando el AES. Quizá ello ha contribuido a 
que la conflictividad fuera más espontánea que controlada. Si las · 
horas ' perdidas por conflictos son muchas .o pocas respecto de otros 
años, con Acuerdos, no dice" mucho, pues el tema clave del 84 (y de 
los años próximos) ha sido el de la reconversión, q"Qe curio·samente 
no aborda el AES. · · 

Respecto de los protagonistas, lo más significativo ha sido la fir­
me decisión política del Gobierno por conseguir el Acuerdo y la 
ausencia de CC'. OO. Lo primero propició el Pacfo y lo segundo lo 
enturbió. 
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CC. 00., de modq claro y rotundo, ápuesta por la confrónta-
-ción directa con la política social del Gobierno -a nivel macro-, 
abandonand·o la negociación global que el AES entrafla. Resulta 
indudable que ello responde a una estrategia, que el Sindicato consi­
dera rentable y el tiempo con sus resultados dirá la última palabra. 
Lo cierto es que la ausencia beligerante de CC. OO. va a suponer un 
lastre importante para la eficacia del AES, lo cual no deja de ser pe­
noso en circunstanéias socio-laborales como las que tenemos. 

Sin embargó, este Sindicato desea -y exige, incluso por · vía 
judicial, si es preciso- estar presente en las Comisiones instituidas 
en el AES. El tema es, complejo desde el punto de vista jurídico, y 
desde e,l social ; el dilema estará en si es preferible sentar en la mesa 
al adversario (del Acuerdo) o dejarle fuera, y todo ello en función 
de lo que los firmantes del AES piensen que va ser el comporta­
miento de CC. OO. en las fábricas y en la calle, a pesar de participar 
en las Comisiones. 

Lo cierto es que, a pesar de las ' nubes que están sobre el AES, és­
te supone, por su contenido,, un paso de primer orden en la concer­
tación social espaflola, e incluso en la europea. 

3.- El Contenido del Acuerdo. 

3.1 La Declaración del Gobierno. 

La DG pretende ofrecer una cierta seguridad jurídica a las partes 
firmantes, a

1
l ·establecer las líneas macroecdnómicas de la política gu­

bernamental. La DG no supone ningún compromiso jurídico, sino 
tan sólo político. De ahí que su exigibilidad hay de montarse sobre 
el plano segundo y no sobre el primero, lo que significa, en definitiva, 
que no es exigible en Derecho. 

Llama la atención que la DG tenga un ' ialto voltaje" económico 
y ninguno directo, referido a la política social del Gobierno. , El em­
pleo es el protagonista y. a ello se refiere toda la DG, al enumerar las 
graQ.des magnitudes en el orden fi,scal, productividad, inversiones, dé­
ficit e inflación.· La DG termina con un compromiso a· medias (pues 
dice ,que "el Gobierno entiende que puede contribuir a la creación 
de empleo ... ") referido a la contratación en 1985 por parte de la 
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Administración Pública de no menos de 25,000 trabajadores. Sería 
importal}te conocer si el término "trabajadores" se ha utilizado téc­
nicamente o no, pues si se trata de funcionarios, la cuestión tiene ma­
tiz diverso a si fueran trabajadores ligados por contrato de trabajo, 
debido al crecimiento preocupante de los efectivos de la Función 
Pública, en una época necesitada de creación de-empresas. 

La DG puede entenderse que se está refiriendo efectivamente 
a los funcionarios, al mencionar la "mejora de la gestión pública" o 
"un eficaz servicio a los ciudadanos". · 

3 .2 Los Acuerdos Tripartitos. 

Antes me he referido a su naturaleza y ahora lo haré a su con­
tenido, y con la limitación de u~ artículo de esta naturaleza. 

En los AT puede decirse que, en geñeral, dominan l~s compro­
misos del Gobiernó y con un cierto halo de imprecisión en algunos 
de ellos. Así, por ejemplo, los artículos en los que se barajan cifras 
-de aportaciones al INEM, de la creacic5n del Fondo de Solidaridad, 
de ingresos o desgravaciones fiscales, etc. son muy concretos y preci­
sos. Enormemente concreto es, asimismo, en materia de Comisiones. 
Nada menos que diez se crean en los AT, lo cual parece excesivo e 
incluso disgregador, si no existe un órganó de unión que no es nece­
sariamente, según la diccción literal del AES, la Comisión de Segui­
miento, pero que debería serlo. En otros temas, como ei'de la legis­
lación laboral, existe una mayor vaguedad como, por ejemplo, al re­
ferirse a la armonización de la nuestra con ,la europea. 

A este respecto, hay que decir que la Directiva de 1975, a que 
se refiere el art. 17, fue una norma comunitaria dirigida a reforzar 
la protección de los trabajadores en los despidos colectivos, lo cual 
no deja de ser llamativo a la hora de flexibilidad nuestro mercado 
de 'trabajo. Lo que ocurre es que nuestra legislación es aún más rígi­
da que tal Directiva, y_ por ello será preciso que en 1985- 86 se lleve 
a las Cortes un , Proyecto de Ley de Reforma del ET; ya que en esta 
norma (art. 51) es donde se regula el despido; tanto el individual co­
mo el colectivÓ. 

Puntos de especial interés son la ampliación de la acción protec-



tora por desempleo -llegar a una cobertura del 48 o/o para 1986-, la 
reducción de las cuotas a la SeflUridad Social y la revalorización de 
pensiones en un promedio del 7 o/o para 1985. Son temas importan­
tes y laudables en su contenido, pero 'que tienen sobre si la tremenda 
carga de "los números". No se cuantifica en el AES el valor de lo 
comprometido, pero es de suponer que los responsables tendrán las 
cifras, necesariamente altas. 

Llama la atención, aunque se está en línea con el criterio adop­
tado por la Ley Orgánica de Libertad Sindical, que se trate de la re­
tribución de los funcionarios públicos, eón lo que se pretende, de 
modo claro, introducir a este colectivo de modo progresivo en los 
acuerdos socio-laborales y económicos que el Gobierno firme con 
la CEOE y los dos Sindicatos más representativos a nivel nacional, 
pero que tienen menor incidencia en la función pública que en el 
ámbito laboral estricto. Puede darse un vacío de representación 
mayor o menor, en la medida en que no intervengan otros sindi­
catos representativos, en la Administración Pública. De cualquier 
modo, se instaura en el art. 9.2 , una "paranegociación" colectiva 
con las "organizaciont s más representativas existentes en el sec­
tor:• para repartir 2.000 millones de pesetas en 1985 . La ausen­
cia de normas reguladoras de tal negociación debe impulsar a su 
aparición para evitar actuaciones dispares. 

En cuanto a la contratación laboral, el art. 15 es más de con­
tenido discursivo que normativo. En él existe una constatación 
-de que la Ley 32/ 1984 de reforma del ET con tiene innovacio­
nes positivas para el empleo- , una esperanza ' -que los Decretos 
eliminen obstáculos y den mayor virtualidad a las innovaciones-, 

· lo cual no ha ocurrido con los publicados, ya que "rigidizan" la 
Ley, y un mandato, para los negociadores de los convenios colec­
tivos, dentro del ámbito del AES, sobre la obligada formalización 
de un contrato relevo en cuanto lo pida el trabajador afectado. 

Esta cláusula -que encajaría mucho mejor en el Al- es de 
dudosa aplicación por referirse directamente a las empresas, sin 
margen alguno, e indirectamente a los convenios colectivos en sí. 
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flu"'"••dad ~ MIUhe y ltfoutre 
umuoTECA 

En cuanto a la empresa pública, lo 11nico claro es que · se po­
tenciar.l la presencia de los Sindicatos en su gestión; ya que el 
informe que CEOE y CEPYME han de elevar al Gobierno produ­
cml más efectos que &&los oportunos". 

Por 11ltimo, es trascendente lo que se ha acordado (art. 22) 
respecto al patrimonio sindical, pues un Proyecto de Ley regula­
rá su transmisión aun cuando existe una limitación a su forma: 
será en usutiucto, no en propiedad u otros tipos de negocios ju­
rídicos. 

3.3 El Acuerdo Interconfederal 

Tras los AT, como es lógico, el Al tiene un contenido mediatiza­
do y completado por aquellos, y quizá el contenido mls concreto sea 
el referido a los incrementos salariales con bandas de crecimiento pa­
ra 1985 (5,5 a 7,5 o/o) y 1986, con unas complejas fórmulas de in­
cremento que ha merecido algánjuicio desfavorable por el tratamien­
to que reciben, con la tabla-anexo, las retribuciones más bajas ( ver 
El País, 4-11-1984). . 

Como én anteriores ocasiones, se conectan los saJarios con las 
previsiones inflacionistas, y en cuanto a su aplicación;. se ponderan 
-como tª lo hiciera el Al 83- la situación económica de las empre­
sas, la creación de empleo, la vigencia de los convenios (que con buen 
criterio se recomienda sea de dos aftos), productividad y absentismo. 

Todas las demás materias tratadas puede decirse que son las clá­
sicas de los Acuerdos Sociales, si bien con matices y ampliaciones en 
algún supuesto. De nuevo se trata de llenar la importante laguna en 
materia ~e procedimiento en conflictos colectivos, y esperemos que 
el propósito llegue a realidad, frente a lo que ocurrió con las previsio­
nes del Al 83. 

Así, pues, Acuerdo tenemos. El camino a recorrer es el de su 
aplicación, lo cual está rodeado de la incógnita de la actitud y resulta­
dos de la acción de CC. OO., y sobre todo del cumplimiento de las 
previsiones económicas y de inversión. 
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NOTAS 

(1) Sobre el tema de los convenios colectivos no estatutarios, casi toda la doc­
trina española ha escrito, manteniendo posturas dispares, aunque enrique-
cedoras. · 

(2) Rodr(guez Piñero y González Qrtega han estudiado (RPS, (1) No. 137) el 
tema de la naturaleza jurldica de los sucesivos Acuerdos Sociales.en Espa­
ña, y la jurisprudencia, a través de sentencias en las que han sido ponentes 
'!tf. A. Campos y J. A . Linares, entre otros, se ha ocupado, con interesante 
doctrina, de la naturaleza de tales Acuerdos, fundamentalmente del ANE, 
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cuya no pubUcación en el B. O. E. tuvo trascendencia. · 

(1) Revista de PoUtica Social. Centro de Estudios Constitucionales. 
Madrid. 



DOCTRINA 
LA SEGURIDAD SOCIAL 

Dr. Alfredo Col)te Grand* 

Deseo expresar mi agradecimiento personal y de la Organización 
que represento , la OIT, por permitirme participar en esta reunión de 
carácter tripartito que bajo los auspicios de la Universidad Católica 
Madre y Maestra propicia el diálogo para buscar las salidas que hoy 
preocupan al hombre dominicano en aspectos económico-sociales de 
vital importancia. 

El análisis de la Seguridad Social
1 
y su evolución en República 

Dominicana o en cualquier otro país de la región, se puede hacer 
de diferentes formas. Por una parte, existe una posición -general­
mente crítica y poco benévola- de quienes basan sus argumentos 
sobre la convicción de que la sociedad debe ser pefecta; son los 
que ignoran la poderosa influencia de sus propios intereses, en la 
búsqueda de mayor bienestar o poder o aun riqueza, en el compor­
tamiento de la sociedad . Parecen suponer que no deberían exis­
tir las instituciones sociales que no son perfectas. 

Existen otros analistas de la Seguridad Social que con una ac­
titud igualmente inocente y lamentable afirman que el igualitarismo 
es más importante que el alivio del sufrimiento y la miseria humana 
que por fuerza - como lo han experimentado todas las naciones a 
través de la historia- debe progresar en forma gradual. 

Nosotros propiciamos que el anál isis de los problemas se_ base en 
el conocimien to directo de las condiciones en que realmente se es­
tructuran y desarrollan los sistemas de Seguridad Social. Hay que 
aceptar las inevitables imperfecciones y debilidades del individuo y 
de los copartícipes sociales involucrados, así como su frecue nte 
fal ta de experiencia en materia de aplicación de políticas, técnicas 

• Consejero Reg ional en Seguridad Soc ial de la OIT. Las Ideas expresadas en este trabajo 
no representan, necesariamente, las de la OIT. 
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y mecanismos propios de los sistemas de Seguridad Social. Los hom­
bres que formulan la política social o administran regímenes están 
sujetos, muchas veces, a presiones y restricciones políticas o electo­
ralistas sobre las que ejercen poco o ningún control. 

En otras palabras, creemos que la única forma de ' encarar el te­
ma es con realismo y comprensión; puesto que las instituciones socia-, 
lés s6lo pueden reflejar la imagen de la sociedad (imperfecta) que las 
genera. Las faltas y los fracasos pueden ser muchos , pero no pode­
mos evitar revelar a ustedes nuestra actitud de simpatía por los logros 
de la Seguridad Social que a pesar de sus falencias dio a muchos tra­
bajadores la posibilidad de acceder por primera vez a la atención mé-·• 
dica o de recuperarse con tranquilidad por el apoyo económico reci­
bido. No tenemos dudas que se ha transformado en un poderoso instru­
mento de evolución social, capaz de producir el gradual mejoramien­
to de las condiciones sanitarias y el nivel de vida. 

Pero si como instrumento está arraigado y tiene validez univer­
sal, debe quedar claro que obliga a una búsqueda permanente de sus 
principios: solidaridad, equidad, universalidad, etc., en el marco eco­

. nómico-social en que está aplicado, lo que se alcanza en continuas y 
cotidianas batallas libradas dentro de las instituciones administrado­
ras, en este caso el IDSS o fuera de ellas para lograr apoyo o cumpli­
miento de promesas por el Gobierno o los particulares interesados. 
Es decir, no hay dudas que el instrumento es válido y contrariamente 
a algunas teorías modernas que tratan de aplicar esquemas de compe­
tencia a problemas de tipo social no puede ponerse en duda que es la 
herramienta q~e permite busc~r la anhelada equidad social que co­
rresponde, no por razones sentimentales o de solidaridad, sino por 
motivos éticos y morales, como la forma más justa de alcanzar la paz 
social y no como un simple amortiguador de las reivindicaciones y 
reclamos. · 

Los problemas que se presentan para que la Seguridad Social 
tenga vigencia y se desarrolle son muchos: las dificultades técnicas, 
los escollos administrativos, los aspectos políticos y de comporta­
miento individual y de los núcleos de .. intereses. Es difícil llevar 
adelante estos programas. Por ello, también junto al realismo po­
nemos_ a la comprensión. , La comprensión que tienen que estar. 
orientada a entender y querer entender la naturaleza social de las_ 
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contingencias a cubrir como derecho de las poblaciones a gozar de 
salud o bienestar, pero también llegar a darse cuenta del nivel de 
cobertura que es posible lograr en una situación económico-social · 
dada. 

También, hay que decir que otro aspecto es la necesidad de 
ser bien objetivos en la búsqueda de ese nivel, evitar el uso irracio­
nal de recursos y del tiempo, porque mientras discutimos, en la 
región mueren 800,000 niños al añÓ de muertes evitables y en Repú-

. blica Dominicana más de 50 de cada 1,000 nacidos vivos. Este mal 
uso de los recursos y del tiempo ya no es un error sino que se apro­
xima a una catástrofe 'Social por su magnitud y significado. Estamos 
en una hpra de fn:meza y moderación. 

_ Esa es nuestra responsabilidad. hox aquí y en momentos en que 
el país reclama un auténtico sistema de ~eguridad Social fundamenta­
do en una base de solidaridad nacional. 

Me permito hacer· esta afirmación pot cuanto como integrante~ 
de los Servicios Técnicos' de la OIT, organización de carácter triparti­
to compuesta por ,gobiernos, empleadores y trabajadores, he tenido 
el privilegio dé dialogar con todos los interesados y todos acuerdan 

. que: • · / -

El régimen de pensiones vigente es inadmisible. con prestacio­
nes que representan menos dél 10 o/o, del salario mínimo. Por 
eso, se pueden observar iniciativas en ámbito legislativo deju­
bila,ciones del 80 o/o del salario con 20 aflos de servicio. 

- Las prestaciones -de enfermedad se ofrecen con atención ino­
, portuna, costosa e inadecuada. 

' ' 

. - La población cubierta dismµiuye en forma alarmante por el 
juego- de, un tope excluyente inadmisible. En caso de aumen­
to ·del salario el IDSS quedará con menos de 100,000 apor­
tantes. 

- Los trabajadores que acceden a la edad de pensiona.miento 
quedan sin cobertura de salud. · 
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· - El programa de accidentes de trabajo .responde a principios 
anticuados de un régimen traspasado como un· arreglo sin sen­
tido al IDSS. 

- La infraestructura. física para la atención médica se utiliza a 
menos de la mitad de su capacidad. 

- El valor real de las reservas disminuyen en fonna alarmante y 
· el Estado no efectúa ningún pago. 

- La administración es lenta, y burocrática, pese a los intentos 
recientes por poner al día, por ejemplo, la gran cantidad de 
trámites de pensiones pendientes. 

Frente a ello, el Ciudadan'o Presidente de la _Repúhlica_ sometió 
a consideración de la legislatura un proyecto de ley .que tiene por ob­
jeto modernizar la Seuridad -Social y corregir las desviaciones men-
cionadas. · · 

Este proyecto cuenta con evaluaciones finaiíciero-actuariales y 
fue discutido extensamente pero aún existen observaciones por parte 

. de los distintos sect9res que se abocan a su análisis. 

Entre las posiciones opuestas tanto de grupo de trabajadores co­
mo empleadores, se encuentra una firme postura de crítica a la 
"politización" del ente administrador que según se ,puntu~liza, se ha 
visto obstaculizado en su accionar por cambios frecuentes de autori­
dades por moHvos políticos y . habría sido . utilizado para brindar 
oportunidad de trabajo a partidarios como tambié_n serían atendidos 
en los servicios-médicos personas sin derecho a ello por el mismo mo~ 
tivo. 

Por razones o,bvias no podemos emitir opinión en estos temas 
aunque no puede dejar de mencionarse una experiencia ya observada 
en otro país donde la Se.guridad Socjal fue objeto de un pacto pree- · 
Íe~toral de despolitización y- no agi;_esión política durante la campaña 
y un .período de reestructuración. Me pregunto si este no es un foro 
apto para analizar una iniciativa similar y lo dejo a, vuestra considera-
ción_. ¿Podría S¡er aquí de dos años? · ~ - · 
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En especial, el grupo de los empleadores manifiesta la imposibi­
lidad de que la actividad económica pueda soportar el aumento de 
los aportes del proyecto en la actual situación que es innecesario 
comentar . . La contribución patronal aumentaría del 9.6 o/o de los 
salarios al 12 o/o y para el aporte de los trabajadores se pasaría del 
2.5 o/o de los salarios al 4 o/o, según el proyecto. -

Al respecto, cabe consignar que se prevé un 4 o/o de aporte 
a cargo deJ Estado y que . además la OIT sugirió oportunamente 
que en caso de una hipótesis de uso racional de los recursos, se 
podía trabajar con una cifra más bafa que las mencionadas. Es 

decir, que la OIT propuso incluir en la ley un aporte total del 

18 o/o en lugar del 20 o/o y del estimado de máxima de la eva-
. luáción actuaria! del 23.60 o/o; 

Cabe aclarar inmediatamente para evitar malos entendidos, · 

que las estimaciones de tipo actuaria! se basan en hipótesis o 
criterios del actuario y que las diferencias no deben atribuirse a 
errores sino a diferencias de criterios. El actuario nacional estimó 
que en el país,no se lograría prestar la atención médica con recursos 

menores al 15 o/o de los salarios en el IDSS y la OIT utilizó prome­
dios internacionales y calculó estas cifras en el 10 o/o de los sala­
rios. Esto entre otros detalles de cálculo que no vale la pena analizar 
ahora. Las consecuencias que pueden esperarse es que en caso de re­
.sultar los ingresos insuficientes, será necesario ajustar las tasas en 
más breve plazo, aunque el equilibrio se prevé para cinco años. 

Es decir que si dejamos de lado el 4 o/o que se prevé para ,ser 
aportado por el Estado en el supuesto que se cambiara la política 
y se garantizara su ingreso, se trata de llevar el aporte del 12.1 o/o 
al 14 o/o en la hipótesis de la OIT. Entre patronos y trabajadores de­
bieran aportar el 1.9 o/o más sobre la nómina que lo que se aporta 
hoy. Caso contrario si el Estado continúa sin efectuar los aportes 
sería necesario aumentar el 5.9 o/o entre las otras dos partes. 

Cabe mencionar otro motivo de aumento para el sector pa­
tronal al eliminarse el tope de exclusión que obligaría a aportar 
por los trabajadores con salarios superiores a RD$300.00 aunque 
ello se compensa, en parte, con la eliminación de seguros privados 

que hoy los cubren. 
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Este mecanismo de seguros que p·ermite utilizar la capacidad 
instalada del sector privado, tambjért motiya observaciones al PfOyeé• 
to de ley y la OIT ha propuesto un régimen alternativo que permití• 
ría combinar adecuadamente estos intereses o por lo menos adelan­
tar conversaciones sobre nuevas posibilidades. Sobre el particu.lar 
se llama la atención que no debe olvidarse el objetivo amplio que tie­
ne y debe tener un régimen de Seguridad Social de prever elcuídado, 
promoción de la salud y rehabilitación para el trabajo, mientras que 
los servicios de atención médica privados a que hacíamos referencia 
se ocupan normalmente de la recuperación de la salud, solamente 
y muchas veces excluyendo algunas patologías o enfermedades cró­
nicas. 

Finalmente, quiero señálar que otro motivo de preocupación 
es la forma como se realizará la extensión de la Seguridad Social. 
El Artículo 12 del Proyecto dice que se hará en forma progresiva y' 
escalonada. -Es posible que pueda revisarse la redacción para que se 
garantice que esta progresividad sea real · y no se cauce un impacto 
muy drástico en la misma economía nacional, no sólo por los efec­
tos inflacionarios sino por los de tipo recesivo que pueden originarse 
al restar dekonsumo importan tes sumas en forma no progresiva. 

· / 

Estimados señores: hace dos días en el Hospital del IDSS en las 
Jornadas Médicas decía que sentía que se llegaba a la meta de la mo­
dernización de la Seguridad Social. Hoy quiero repetirlo aquí, creo 
que ustedes la tienen al alcance de la mano. Solo quiero agregar que 
este es el inicio de una nueva etapa que requiere audacia, cambios 
y pmcho esfuerzo por parte de todos. Deseo que puedan ver la res­
ponsabilidad lústórica que tienen por de,lante ,y cuenten siempre con 
nuestra ayuda y colaboración en el en~endido que estamos pensando 
en la Seguridad Social que tendrá vigencia en el año 2000. 
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Colección Revistas Ciencias Jurídicas 
PUCMM 

  Obra donada a la biblioteca virtual de la 
Escuela Nacional de la Judicatura por la 
Pontificia Universidad Católica Madre y 
Maestra (PUCMM). 
   
 Esta colección contiene doctrina, 
legislación y jurisprudencia de los 
volúmenes históricos de la revista desde 
el año 1977 a 2015,  constituyendo un 
aporte a la cultura jurídica y el estudio 
del Derecho.
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La Rl'VIS I A DE CIEJ\.iCIA~ JURIDlCAS ar,radece a los auto e 
que nos hayan permitido publicar sus pensamientos en este órgano. 
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